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I. RESUMEN

1. El 28 de abril de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Victoria Jiménez Morgan y Sergio Jiménez Morgan (en adelante “los peticionarios” y/o “las presuntas víctimas”), contra el Estado de Costa Rica (en adelante, “Estado”, “Costa Rica” o “Estado costarricense”), en la cual alegan la responsabilidad internacional del Estado porque, a pesar de haber acreditado en juicio mediante prueba científica, la identidad del padre biológico de Sergio Jiménez Morgan, no se reconoció judicialmente dicha paternidad. 
2. Los peticionarios alegan que el Estado violó los derechos establecidos en los artículos 17.5 (protección de la familia-igualdad de derechos de los hijos nacidos fuera y dentro del matrimonio), 18 (derecho al nombre) y 24 (derecho a la igualdad ante la ley) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en relación con el artículo 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno) del citado instrumento internacional. Sobre el requisito de previo agotamiento de los recursos internos, argumentan que se agotaron los recursos idóneos y disponibles de la jurisdicción interna.
3. Por su parte, el Estado solicita que se declare inadmisible la petición porque los peticionarios no habrían cumplido con el requisito de previo agotamiento de los recursos internos. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 17.5, 18, 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 2 del mismo instrumento internacional. Asimismo, por aplicación del principio iura novit curiae la Comisión decide analizar en la etapa de fondo, la presunta violación de los artículos 1.1, 19 y 25 de la Convención. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA

5. El 28 de abril de 2005, la Comisión recibió una denuncia presentada por Victoria Jiménez Morgan y Sergio Jiménez Morgan y le asignó el número 469-05. El 12 de octubre de 2005, transmitió las partes pertinentes del reclamo al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante el “Reglamento”). La respuesta del Estado fue recibida el 23 de diciembre de 2005. 
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 1 de diciembre de 2005, 27 de febrero de 2006, 9 de marzo de 2006, 9 de mayo de 2006, 7 de julio de 2006, 7 de agosto de 2006, 11 de octubre de 2006, 24 de mayo de 2007, 6 de febrero de 2008 y 9 de junio de 2008.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado en las siguientes fechas: 13 de junio de 2006, 27 de julio de 2006, 3 de noviembre de 2006 y 6 de febrero de 2008. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario. 
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Los peticionarios

7. Las presuntas víctimas, Victoria Jiménez Morgan y su hijo, Sergio Jiménez Morgan, argumentan que el ordenamiento jurídico de Costa Rica confiere valor al principio de la cosa juzgada material por sobre el derecho que tiene toda persona a saber quienes son sus padres biológicos. Afirman esto porque la Ley de Paternidad Responsable de 2001 no otorga ese derecho a las personas que "antes de la incorporación de las pruebas científicas con tecnología de ADN, presentaron procesos de reconocimiento de paternidad y fueron desestimados”.  
8. Lo anterior alegan, les habría generado perjuicios económicos y emocionales, e imposibilitado que Sergio Jiménez Morgan lleve el apellido de su padre biológico, reciba alimentos y eventualmente sea su heredero. Consideran en consecuencia que el régimen costarricense les ha violado sus derechos amparados en los artículos 17.5, 18 y 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 2 del citado instrumento internacional.  Expresan que además esta situación generó y genera inequidad de género, dado que la señora Victoria Jiménez Morgan debió asumir la obligación económica de la crianza y educación de su hijo, Sergio. Alegan que ella debió efectuar sacrificios durante los años del litigio y que ambos sufrieron los desgastes propios de un proceso de esa naturaleza. Manifiestan que el padre biológico, por el contrario, cuya condición no pudo ser declarada judicialmente, habría utilizado en beneficio de su patrimonio el dinero que debió utilizar para responder por sus obligaciones económicas con su hijo.  
9. En relación con los hechos de la petición, informan que en 1989 fue desestimada en segunda instancia una demanda presentada en un juicio de filiación contra el presunto padre de Sergio, Jorge Desanti Arce
, por insuficiencia probatoria. Alegan que no tuvieron acceso a la prueba científica del ADN para probar la paternidad, porque en esa época no estaba regulada en el país.  

10. Señalan que al entrar en vigencia en Costa Rica la Ley de Paternidad Responsable en abril de 2001
, que reguló la prueba científica en procesos de filiación, en 2002 interpusieron un nuevo proceso de paternidad, logrando en 2004, con la prueba de ADN, probar ante los tribunales de justicia que Sergio Jiménez Morgan era hijo biológico de Jorge Desanti Arce. Alegan que no obstante la acreditación de paternidad en juicio, el tribunal aplicó el artículo 98 bis inciso m) del Código de Familia
, que establece el principio de cosa juzgada material en los procesos de filiación, en atención a que en 1989 les habían desestimado una demanda que tenía el mismo objeto. 
11. En cuanto al requisito de previo agotamiento de los recursos internos, alegan que agotaron la vía interna en el proceso de paternidad iniciado en 2002 porque acudieron a las tres instancias que permite la normativa interna. Informan que el proceso concluyó el 8 de marzo de 2006 con la resolución de la Sala Segunda de la Corte Suprema, quien conociendo un recurso de casación interpuesto por el demandado, acogió la excepción de cosa juzgada y denegó la pretensión de Sergio Jiménez Morgan. Informan que no existen recursos para impugnar la citada resolución de la Sala Segunda de la Corte Suprema. 
12. Además, indican que interpusieron un recurso de inconstitucionalidad para cuestionar el artículo 98 bis inciso m) del Código de Familia, porque afectaba sus derechos al impedírseles cuestionar la sentencia del primer proceso de filiación. Informan que la acción fue rechazada de plano por la Sala Constitucional de la Corte Suprema, a pesar de que la Procuraduría General de la República de Costa Rica recomendó que se hiciera una interpretación de la normativa conforme a la Constitución.

13. Sobre lo alegado por el Estado, en el sentido de que no interpusieron un recurso de amparo y un recurso de inconstitucionalidad para cuestionar la Ley de Paternidad Responsable, alegan 1) que la Ley de Jurisdicción Constitucional (Ley No.7135), establece en su artículo 30, que el recurso de amparo no procede contra una resolución o actuación jurisdiccional del Poder Judicial; 2) que el artículo 76 de la citada Ley establece que quien hubiera interpuesto una acción de inconstitucionalidad no podrá plantear otra acción relacionada con el mismo juicio o procedimiento, aunque la funde en motivos diferentes. Adicionalmente, precisan que según el artículo 74 de la misma ley, no procede dicha acción contra actos jurisdiccionales del Poder Judicial.  Indican además que no es posible interponer un recurso de revisión, dado que la Ley de Paternidad Responsable no consideró la creación de una causal para examinar un caso como el planteado.
14. En consecuencia, indican que con su reclamo pretenden restablecer el equilibrio del principio de justicia sin confrontar el principio de la cosa juzgada material, previsto normativamente. De tal modo que aquellas personas que antes de la implementación de las pruebas científicas con tecnología de ADN, presentaron procesos de reconocimiento de paternidad y fueron desestimados, puedan presentar ante los tribunales un recurso de revisión. De lo contrario, alegan que jurídicamente se consolida un acto discriminatorio que permite a una parte de la población utilizar la prueba de ADN y a otra no, desconociéndose la realidad biológica, lo que implica la vulneración de los derechos humanos de las presuntas víctimas.
B. El Estado

15. El Estado reseña los procedimientos judiciales y la normativa interna aplicable y coincide sustancialmente con el relato presentado por los peticionarios. Sin embargo,  interpone la excepción de falta de agotamiento de los recursos internos y argumenta que no ha incurrido en violaciones de los preceptos de la Convención Americana. 
16. Con respecto a los procedimientos judiciales de filiación, indica que Victoria Jiménez Morgan estableció un juicio de investigación de paternidad en representación de su hijo Sergio Jiménez Morgan en el año de 1987. Señala que dicho proceso fue resuelto mediante sentencia de alzada de fecha 5 de junio de 1989, emitida por el Tribunal Superior Segundo Civil de San José, en la cual se desestimó la demanda que buscaba la declaratoria de paternidad a favor de Sergio Jiménez Morgan, niño en aquel entonces. Precisa que en la época no era posible utilizar las pruebas de ADN para acreditar la relación filial por lo que se utilizaron métodos clásicos de determinación por análisis de grupos sanguíneos. 
17. Informa que mediante la Ley 7689 de 6 de agosto de 1997 se reformó el artículo 98 del Código de Familia, el cual estableció que en todo proceso de investigación o impugnación de paternidad o maternidad, es admisible la prueba científica con el objeto de verificar la existencia o inexistencia de la relación de parentesco. Indica que con la promulgación de la Ley 8101 de Paternidad Responsable, el 27 de abril del 2001, mediante la incorporación del artículo 98 bis al Código de Familia, se estableció un proceso judicial especial de filiación donde la prueba científica tiene valor “como prueba exclusiva y excluyente para definir la verdad biológica de la paternidad”.
18. Indica que debido a los cambios normativos, el joven Sergio Jiménez Morgan, siendo mayor de edad, impulsó un proceso judicial especial de filiación en el año 2002, donde se empleó la prueba científica del ADN. La prueba tuvo como resultado una probabilidad del 99.99% de que el joven fuera hijo del señor Jorge Desanti Arce. No obstante, la sentencia de primera instancia emitida el 15 de junio de 2004 por el Juzgado Primero de Familia de San José, estableció que, en virtud de que la señora Jiménez Morgan en el proceso iniciado en 1987 no presentó un recurso de casación contra la decisión del Tribunal Civil, el pronunciamiento del 5 de junio de 1989 quedó en firme y adquirió los efectos de la cosa juzgada material. 

19. Añade que los peticionarios presentaron el 28 de julio de 2004 una acción de inconstitucionalidad ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, para que se declarase la inconstitucionalidad del inciso m) del artículo 98 bis del Código de Familia.  Indica que mediante resolución de la Sala Constitucional del 5 de abril de 2005, se rechazó de plano la acción bajo la consideración de que aquella no constituía un “medio razonable para amparar el derecho que se estima lesionado, pues la declaratoria de inconstitucionalidad no otorgaría al accionante ningún beneficio en el procedimiento que sirve de base a la acción, ya que la condición de cosa juzgada de la sentencia dictada, subsistiría”. Precisa que como lo explicó el Alto Tribunal, se acogió la excepción de cosa juzgada interpuesta por el demandado, pues esa excepción "tiene sustento en el proceso especial de filiación incoado en su contra por Victoria Jiménez Morgan, con fundamento en los artículos 91 y siguientes del Código de Familia. En ese proceso el Tribunal Superior Segundo Civil, Sección Segunda, dictó la sentencia N° 275 del 5 de junio de 1989, que desestimó las pretensiones de la actora. Esa sentencia fue dictada antes de que entrara en vigencia el artículo 98 bis del Código de Familia (27 de abril del 2001). Su carácter de cosa juzgada material deriva entonces, no del artículo 98 bis del Código de Familia, sino de la relación entre los artículos 162 y 420 inciso 2) del Código Procesal Civil."  
20. Asimismo, refuta los alegatos de los peticionarios en cuanto a que la Sala Constitucional rechazó la acción de inconstitucionalidad, a pesar de que la Procuraduría General de la República recomendó modificar esta situación jurídica. Señala al respecto que la Procuraduría es un órgano asesor del Tribunal Constitucional y sus criterios no son vinculantes.
21. En cuanto al requisito convencional de previo agotamiento de los recursos internos, en su primera respuesta, alegó que estaba pendiente un proceso judicial de filiación ante el Tribunal de Familia. Asimismo, el Estado alega que los peticionarios no interpusieron un recurso de amparo, que era el recurso adecuado para hacer valer sus derechos y un recurso de inconstitucionalidad, este último, para cuestionar específicamente la Ley de Paternidad Responsable, la cual según los peticionarios podría resultar discriminatoria. Concretamente, alega que el fondo del asunto nunca fue llevado a conocimiento de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en sede interna. Sostiene que los supuestos menoscabos a los derechos a la protección a la familia, al nombre y a la igualdad ante la ley pueden ser conocidos por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a través de un recurso de amparo y mediante la interposición de una acción de inconstitucionalidad
.  
22. Precisa que las alegadas violaciones al derecho al nombre y al derecho a la protección de la familia fueron esgrimidos para fundamentar la acción de inconstitucionalidad pero no fueron derechos que se alegaron vulnerados concretamente. Indica que el supuesto menoscabo al derecho a la igualdad ante la ley, por considerar los peticionarios que existe una omisión normativa con respecto a los casos como el del señor Jiménez Morgan, tampoco ha sido argumentado ni discutido en sede doméstica. 
23. Señala que los peticionarios acudieron a la acción de inconstitucionalidad dentro de un proceso judicial de filiación para impugnar el artículo 98 bis del Código de Familia que, según ellos, se aplicó en su caso concreto. Argumenta que la norma que se les aplicó no es el citado artículo 98, sino la excepción de cosa juzgada material que deriva de la relación entre los artículos 162 y 420 inciso 2) del Código Procesal Civil.  
24. Alega que es central en el presente caso la autoridad de la cosa juzgada. Señala que es de tal importancia para el funcionamiento del sistema democrático que la Constitución Política en el artículo 42 párrafo segundo, establece que: “Se prohíbe reabrir causas penales fenecidas y juicios fallados con autoridad de cosa juzgada, salvo cuando proceda el recurso de revisión". Afirma que la protección de la cosa juzgada como instrumento de seguridad jurídica, constituye el mecanismo por el cual se sostienen los derechos humanos y se hace posible la existencia de la sociedad democrática y del Estado de Derecho.
25. En cuanto al derecho a la familia, aduce que ha fortalecido el derecho a la protección a la familia porque ha establecido mecanismos en el ordenamiento jurídico para que a los niños, niñas y adolescentes les sean reconocidos iguales derechos, sean nacidos dentro del matrimonio o fuera de él.  En cuanto a la alegada violación al derecho al nombre, expresa que el accionar estatal resulta conforme con los mandatos de la norma convencional, dado que ha adaptado la normativa nacional a los avances tecnológicos y científicos y se han generado mecanismos para que a todas las personas les sea respetado y garantizado su derecho al nombre y a contar con una identidad.  En cuanto a la presunta vulneración del derecho a la igualdad ante la ley, argumenta que las normas de la Ley de Paternidad Responsable buscan beneficiar de forma más eficaz a niños y niñas nacidos fuera del matrimonio, porque se garantiza el derecho al nombre pudiendo contar con los apellidos de ambos padres para mayor resguardo de sus derechos. Precisa que los supuestos de la Ley de Paternidad Responsable fueron gestados en respuesta a casos donde la ley previa no brindaba solución oportuna. En consecuencia, solicita se declare la inadmisibilidad de la petición porque no satisface los requisitos en los artículos 30, 37 y concordantes del Reglamento de la CIDH. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión Interamericana
26. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar denuncias ante la CIDH. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y en otros instrumentos internacionales. Por lo anterior, la CIDH tiene competencia ratione personae para conocer la presente petición.

27. La CIDH tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho tratado. 

28. La CIDH tiene competencia ratione temporis, por cuanto los hechos alegados habrían tenido lugar cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en la Convención ya se encontraba en vigor para Costa Rica, Estado que ratificó la Convención Americana el 8 de abril de 1970.  Finalmente, la CIDH tiene competencia ratione materiae porque en la petición se denuncian violaciones a derechos humanos protegidos en la Convención Americana. 

B.
Agotamiento de los recursos internos
29. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos
. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionan antes de que sea conocida por una instancia internacional.  

30. En cuanto al requisito en análisis, los peticionarios alegan que han agotado la vía interna, dado que con posterioridad a la sanción de la Ley de Paternidad Responsable interpusieron un nuevo proceso de paternidad e intentaron un recurso de inconstitucionalidad. Adicionan que no era posible interponer un recurso de amparo porque no procede contra las resoluciones del Poder Judicial y no era posible interponer más de una acción de inconstitucionalidad sobre el mismo tema.  Por su parte, el Estado alega: 1) falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna porque cuando se presentó la petición ante la CIDH estaba pendiente de resolución un proceso de paternidad y; 2) que los peticionarios no sometieron el fondo de su reclamo a través de un recurso de amparo y un recurso de inconstitucionalidad.
31. Respecto del primer argumento del Estado, corresponde indicar que la CIDH se pronuncia sobre este requisito convencional al momento de efectuar el análisis y no al tiempo de la presentación de la denuncia
. Con relación al segundo alegato del Estado, la Comisión considera pertinente indicar que a efectos de determinar si se verificó el cumplimiento del requisito convencional del previo agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, corresponde precisar el objeto del reclamo y analizar si las acciones interpuestas en sede interna resultaban idóneas para remediar la situación denunciada. En ese orden de ideas, en primer lugar, la Comisión señala que el objeto del reclamo en el presente caso refiere a la presunta imposibilidad de acceder a la declaración judicial de la realidad biológica de paternidad, como uno de los aspectos que definen a la identidad personal.
32. De la información obrante en el expediente consta que en 1989 fue desestimada en segunda instancia una demanda presentada por la señora Jiménez Morgan en un juicio de filiación en contra de Jorge Desanti Arce. El Tribunal declaró sin lugar la demanda estableciendo la insuficiencia de elementos probatorios respecto a la alegada paternidad.
33. En el año 2001, se sancionó y entró en vigencia la Ley de Paternidad Responsable que agregó al Código de Familia el artículo 98 bis donde se establecen las reglas procesales en las acciones de filiación y reglamenta el uso de la prueba científica de paternidad, señalando que en la resolución en que se curse la demanda se pedirá la cita de los marcadores genéticos.
34. El 14 de marzo de 2002, Victoria Jiménez Morgan, en representación de su hijo menor de edad, Sergio Jiménez Morgan, presentó un nuevo proceso de investigación de paternidad respecto a Jorge Desanti Arce. Durante el proceso, Sergio Jiménez Morgan, adquirió la mayoría de edad, se apersonó al juzgado y tomó la calidad de actor en el juicio
. En el proceso, se practicó la prueba de ADN y la prueba indicó una probabilidad de paternidad del 99.9%
 del señor Desanti Arce. 
35. En primera instancia, el 15 de junio de 2004, el Juzgado Primero de Familia de San José acogió la excepción de cosa juzgada material interpuesta por el demandado y declaró sin lugar la demanda, estableciendo en su sección pertinente que:
[L]a promulgación de una nueva legislación relativa al tema de la filiación, concretamente, la ley “de paternidad responsable”, número ocho mil ciento uno publicada en La Gaceta del día veintisiete de abril del año dos mil uno, y los avances científicos, no permiten la revisión de los casos consolidados con anterioridad, de hecho en el artículo 98 bis del Código de Familia, adicionado por esa ley, recoge esa idea al establecer que lo resuelto en firme en los procesos en los que se discuta la filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material
[.]
36. Sergio Jiménez Morgan interpuso un recurso de apelación contra la decisión de primera instancia ante el Tribunal de Familia de San José. El 3 de agosto de 2005 el Tribunal rechazó la excepción de la cosa juzgada material interpuesta por el demandado
 y estableció la paternidad de Jorge Desanti Arce.  

37. El demandado interpuso un recurso de casación en contra de la sentencia Tribunal de Familia de San José. El 8 de marzo de 2006, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia confirmó la sentencia de primera instancia del 15 de junio de 2004 del Juzgado Primero de Familia que acogió la excepción de cosa juzgada material
, estableciendo: 
[E]n el caso que se discute, el accionado opuso la excepción de cosa juzgada por cuanto en un proceso judicial anterior la investigación de paternidad cuya declaración se solicita, había sido declarada sin lugar (folios 27 a 29). En los procesos en los que se discute la filiación, por disposición del artículo 98 bis del Código de Familia, inciso m) el cual fue adicionado por la Ley 8108 de 16 de abril del 2001, lo que era similar antes de la adición al artículo 98, con base en la citada disposición del artículo 162 del Código Procesal Civil, porque al tratarse de un proceso ordinario, las sentencias que se dictaran en esa materia tenían la autoridad de cosa juzgada material. […]En el sub litem hay coincidencia tanto de las partes como de la pretensión, pues en ambas se pretende que se declare la paternidad del demandado con respecto al joven Sergio Jiménez Morgan, razón por la que la sentencia dictada en aquel proceso […]produjo cosa juzgada respecto del asunto que aquí se analiza[.]

38. Además, consta que el 28 de julio de 2004, Jiménez Morgan interpuso un recurso de inconstitucionalidad en contra del artículo 98 bis m) del Código de Familia
, el cual había sido empleado como fundamento en la sentencia de primera instancia del 15 de junio de 2004. En el recurso alegó que dicha norma determina que, aquellas personas que iniciaron un proceso de investigación de paternidad con anterioridad a la Ley de Paternidad Responsable de 2001 y fue desestimado, no pueden obtener en un nuevo juicio el reconocimiento judicial de la paternidad
, por la aplicación de la cosa juzgada material, a pesar de haber acreditado en juicio la paternidad con la prueba de ADN. Asimismo, se alegó en el recurso de inconstitucionalidad que con la citada norma se vulneraron una serie de normas constitucionales y convencionales, entre otras, la violación del derecho de los niños y niñas de saber quienes son sus padres y la violación del derecho a la igualdad, amparados en la Convención Americana.
39. El 5 de abril de 2005 la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia rechazó de plano el recurso de inconstitucionalidad, estableciendo en su parte pertinente:

Esa sentencia [sentencia de fecha 5 de junio de 1989 dictada en el primer proceso de filiación] fue dictada antes de que entrara en vigencia el artículo 98 bis del Código de Familia (27 de abril de 2001). Su carácter de cosa juzgada material deriva entonces, no del artículo 98 bis del Código de Familia sino de la relación existente entre los artículos 162 y 420 inciso 2) del Código Procesal Civil. Son entonces estas normas las que sirven de fundamento a la excepción de cosa juzgada material que opuso el demandado y que acogida por la sentencia No 886-2004 [sentencia de primera instancia del segundo proceso de filiación incoado]. Es por ello que, aun en el supuesto de que esta acción se acogiera por el fondo, la sentencia […] conservaría la condición de cosa juzgada material porque los artículos 162 y 420 inciso 2) del Código Procesal Civil, no fueron impugnados. Ello corrobora que la acción no constituye medio razonable de amparar el derecho que se estima lesionado, pues la declaratoria de inconstitucionalidad no otorgaría al accionante ningún beneficio en el procedimiento que sirve de base a la acción, ya que la condición de cosa juzgada de la sentencia dictada subsistiría
.

40. La Comisión observa que 1) respecto del proceso de investigación de paternidad iniciado en 2002 por las presuntas víctimas, la resolución definitiva fue emitida el 8 de marzo de 2006 por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia; 2) respecto del recurso de inconstitucionalidad contra el artículo 98 bis m) del Código de Familia iniciado en 2004 por las presuntas víctimas, la resolución definitiva fue emitida el 5 de abril de 2005 por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Asimismo, la Comisión observa que los peticionarios señalaron ante los tribunales locales su pretensión de que mediante la realización de un nuevo proceso de filiación con el empleo de la técnica del ADN, se declarara judicialmente la paternidad del presunto padre. Luego, frente a la aplicación de la excepción de la cosa juzgada, cuestionaron la constitucionalidad de la normativa aplicada al respecto, alegando asimismo violaciones al derecho al nombre, la familia y la igualdad. En esa medida, la Comisión considera que el objeto de la petición, en cuanto a la pretensión de obtener el reconocimiento judicial de la paternidad biológica, fue presentado ante los tribunales domésticos a través de los recursos que pudieran haber resultado idóneos y eficaces para resolver este tipo de situaciones. 
41. Con respecto al alegato estatal de la falta de interposición de otra acción de inconstitucionalidad, corresponde indicar que de conformidad a la legislación interna de Costa Rica, para interponer la acción de inconstitucionalidad es necesario que exista un asunto pendiente de resolución ante los tribunales en que se invoque esa inconstitucionalidad como medio razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado
. Estableciéndose como excepción, que ello no será necesario cuando por la naturaleza del asunto no exista lesión individual y directa, o se trate de la defensa de intereses difusos, o que atañen a la colectividad en su conjunto
. Asimismo, la legislación establece que quien hubiere interpuesto la acción de inconstitucionalidad no podrá plantear otras relacionadas con el mismo juicio o procedimiento, aunque las funde en motivos diferentes; y la que se interponga en esas condiciones será rechazada de plano
.  Por lo tanto, la Comisión estima que no podría considerarse idónea la interposición de una acción de inconstitucionalidad adicional a la intentada por las presuntas víctimas, dado que la propia legislación interna determina su improcedencia en el caso bajo análisis. 
42. La Corte Interamericana estableció que la mera existencia de recursos internos no implica la obligación de que ellos sean agotados, pues deben ser adecuados y efectivos. Para que sean adecuados es necesario que su función, dentro del derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. Recurso eficaz, a su vez, es el que permite producir el resultado para el que fue establecido
. En consecuencia, la Comisión estima que el Estado no probó la eficacia de la interposición de una acción de inconstitucionalidad adicional.
43. En lo referente a la alegada falta de interposición de un recurso de amparo, la Comisión observa que la legislación de Costa Rica establece que no resultaba procedente el amparo contra resoluciones y actuaciones jurisdiccionales del Poder Judicial, entre ellas, las sentencias emitidas en el proceso de filiación iniciado por las presuntas víctimas
. Sobre la interposición de un recurso de amparo respecto a las violaciones constitucionales y convencionales que se alegan, corresponde reiterar que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles
.
44. Por lo expuesto, la Comisión considera que en el presente caso los peticionarios agotaron los recursos disponibles e idóneos para solicitar el reconocimiento judicial de la paternidad y por ende, la identidad de Sergio Jiménez Morgan, así como para impugnar las disposiciones que habrían impedido lo mismo, y en consecuencia, el requisito convencional se encuentra cumplido.
C.
Plazo de presentación de la petición

45. El artículo 46.1.b de la Convención establece que para que una petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final a nivel de la jurisdicción interna.
46. En el presente caso, la Comisión observa que la sentencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia que decidió en casación el proceso de filiación interpuesto por la señora Jiménez Morgan, es de fecha 8 de marzo de 2006 y que la sentencia de la Corte de Constitucionalidad que decidió el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por Sergio Jiménez Morgan es de fecha 5 de abril de 2005 y que la petición contra el Estado de Costa Rica fue presentada ante la Comisión el 28 de abril de 2005. En consecuencia, la Comisión concluye que este requisito exigido por la Convención se encuentra satisfecho.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

47. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

E. Caracterización de los hechos alegados

48. Según ya ha manifestado la Comisión en otros casos, no corresponde en esta etapa del procedimiento establecer si se verifica o no una violación de la Convención Americana. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir simplemente si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre el fondo del reclamo. En la presente etapa la CIDH debe realizar una evaluación prima facie que no implica un juicio previo o el adelanto de una opinión sobre el fondo. Su propio Reglamento refleja esta distinción entre la evaluación que debe realizarse a los fines de declarar una petición admisible y la requerida para determinar si efectivamente se verifica la responsabilidad del Estado, al establecer etapas claramente diferenciadas para el estudio de la admisibilidad y el fondo.

49. El conocimiento de la realidad biológica, como lo es la identidad de los progenitores de la persona, constituye un aspecto importante de la identidad personal
 y del núcleo de derechos que la definen. En vista de los alegatos de las partes, la Comisión analizará en la etapa de fondo si las condiciones aplicadas a Sergio Jiménez Morgan en las acciones interpuestas para conseguir una determinación judicial de su paternidad e identidad son compatibles con la Convención Americana. La Comisión considera que los peticionarios han formulado alegaciones que no son "manifiestamente infundadas" o "evidentemente improcedentes" y que, de comprobarse como ciertas, podrían configurar violaciones de los artículos 17.5, 18, 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 2 del mismo instrumento internacional. Asimismo, por aplicación del principio iura novit curiae la Comisión analizará en la etapa de fondo, la presunta violación de los artículos 1.1, 19 y 25 de la Convención.

50. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia del reclamo con respecto a los referidos derechos no resulta evidente, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b y c de la Convención Americana respecto de este aspecto del reclamo.  
V.
CONCLUSIONES

51. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos de los artículos 17.5, 18 y 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 2 del mismo instrumento internacional. Asimismo, por aplicación del principio iura novit curiae la Comisión analizará en la etapa de fondo, la presunta violación de los artículos 1.1, 19 y 25 de la Convención.

52. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 17.5, 18, 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 2 del mismo instrumento internacional. Asimismo, por aplicación del principio iura novit curiae la Comisión analizará en la etapa de fondo, la presunta violación de los artículos 1.1, 19 y 25 de la Convención.

2. Notificar esta decisión al Estado de Costa Rica y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a los 24 días del mes de noviembre de 2010. (Firmado): A favor: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil. En disidencia: Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta. 
La que suscribe, Elizabeth Abi-Mershed, en su carácter de Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 49 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Elizabeth Abi-Mershed

Secretaria Ejecutiva Adjunta


















� Los peticionarios alegan que en el primer juicio de filiación no recurrieron a la instancia de casación porque las abogadas patrocinantes no consideraron dicha posibilidad. Explican que por ello, entablaron una demanda en contra de las abogadas patrocinantes, la que fue objeto de un arreglo extrajudicial. Agregan que en ese momento no se podía pedir la revisión del caso porque no existía la posibilidad de emplear la prueba de ADN.


� La Ley de Paternidad Responsable entró en vigencia en Costa Rica el 27 de abril de 2001.


� Señalan los peticionarios que la parte pertinente del artículo 98 inciso m) establece que:…”Lo resuelto en firme en los procesos en los que se discuta la filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material". El referido artículo fue adicionado al Código de Familia por la Ley de Paternidad Responsable.


� El Estado cita que la Ley de la Jurisdicción Constitucional de Costa Rica en su artículo 73 inciso a) establece que cabe la acción de inconstitucionalidad "contra las leyes y otras disposiciones generales, incluso las originadas en actos de sujetos privados, que infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio constitucional".


� Ver Corte I.D.H., Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 16; Corte I.D.H., Caso Nogueira de Carvalho y otro. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de Noviembre de 2006. Serie C No 161, párr. 50; Corte I.D.H., Caso Acevedo Jaramillo y otros. Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No 144, párr. 122 y ss; Caso Ximenes Lopes. Excepción Preliminar. Sentencia de 30 de noviembre de 2005. Serie C No. 139, párr. 4; entre otros.


� CIDH, Informe Nº 25/04, Caso 12.361 (“Ana Victoria Sánchez Villalobos y otros"), 11 de marzo de 2004, Costa Rica, párr. 45; Informe N° 50/04 (Admisibilidad – Petición 12.056, Gabriel Oscar Jenkins v. Argentina); 13 de octubre de 2004; par. 50; Informe Nº 20/05, Petición 714/00 (“Rafael Correa Díaz”), 25 de febrero de 2005, Perú, párr. 32.


� Poder Judicial de Costa Rica, Juzgado Primero de Familia de San José, Proceso Especial de Filiación, Expediente Número 2002-400393-186-FA. Sentencia No 886-2004, 15 de junio de 2004.


� Organismo de Investigación Judicial, Departamento de Investigación Judicial, Departamento de Ciencias Forenses, Sección de Bioquímica, dictamen de paternidad, 19 de febrero de 2004.


� Poder Judicial de Costa Rica, Juzgado Primero de Familia de San José, Proceso Especial de Filiación, Expediente Número 2002-400393-186-FA. Sentencia No 886-2004, 15 de junio de 2004.


� Poder Judicial de Costa Rica, Tribunal de familia de San José, Declaratoria de Paternidad, Voto No. 1146-05, Sentencia de fecha 3 de agosto de 2005.


� Corte Suprema de Justicia, Sala Segunda, Resolución 2006-00142, Sentencia de 8 de marzo de 2006. La decisión fue notificada a los peticionarios el 18 de abril de 2006.


� Artículo 98 bis. Proceso especial para las acciones de filiación. En los procesos en que se discuta la filiación, se observarán las siguientes reglas procesales: m) Recursos: La sentencia será apelable dentro del tercer día y, en su caso, la sentencia de segunda instancia admitirá el recurso de casación previsto para la materia de familia. Lo resuelto en firme en los procesos en los que se discuta la filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material."


� Escrito de interposición de la acción de inconstitucionalidad presentada por Sergio Jiménez Morgan, recepcionado en el poder Judicial el 28 de junio de 2004.


� Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, Resolución 2005-03626, Sentencia de 5 de abril de 2005.


� Ley de la Jurisdicción Constitucional de Costa Rica, Ley No. 7135 de 11 de octubre de 1989, artículo 75. La Corte de Constitucionalidad al resolver la acción interpuesta por la presunta víctima, Sergio Jiménez Morgan, estableció al respecto de dicha normativa: [L]a función jurisdiccional, de la cual forma parte sustancial y fundamental el control constitucional, se ejerce mediante la resolución de controversias que sean reales y encuentren remedio en una sentencia definitiva. Como se ha dicho en otros estrados, el ejercicio de la Jurisdicción es legítimo como último remedio, cuando sea necesario para la determinación de una real, sincera y vital controversia entre individuos, sin perjuicio del concepto particular de interés, especialmente en sus caracteres de difuso y colectivo[.] Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, Resolución 2005-03626, Sentencia de 5 de abril de 2005. Considerando II.


� Ibid. 


� Ibid., artículo 76.


� CIDH, Informe Nº 25/04, Petición 12.361, Admisibilidad, Ana Victoria Sánchez Villalobos y Otros, Costa Rica, 11 de Marzo de 2004. Párr. 62.


� La Ley de Jurisdicción Constitucional de Costa Rica establece, en su sección pertinente, que: Artículo 30.- No procede el amparo: b) Contra las resoluciones y actuaciones jurisdiccionales del Poder Judicial.


� Tanto la Corte, como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que: “(…) la regla que exige el previo agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios”� HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2004sp/Venezuela.667.01.htm" \l "_ftn23#_ftn23" \o "" ��. En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida. CIDH, Informe No. 70/04 (Admisibilidad – Petición 667/01, Jesús Manuel Naranjo Cárdenas y otros – Jubilados de la Empresa Venezolana de Aviación VIASA v. Venezuela); 13 de octubre de 2004, párr. 52.


� Véase, en general, Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Odievre v. Francia, Demanda No. 42326/98. Sentencia sobre los méritos, Estrasburgo, 13 de febrero de 2003, párr. 29.





